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La Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y otras medidas de reforma administrativa 

(BOE del 17 de septiembre), acomete varias modificaciones legislativas inspiradas, en su mayoría, por las 

recomendaciones del Informe de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA). En materia 

administrativa, además de medidas de reordenación de organismos públicos y de algunas reformas del régimen de los 

empleados públicos, la Ley contiene cuatro novedades de interés en materia de simplificación administrativa y de 

transparencia. 

Normativa comentada 
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I.  

EL BOE COMO TABLÓN EDICTAL ÚNICO 

 

Se trata, sin duda, de la novedad más importante de la Ley. Se modifica el art. 59.5 Ley 30/1992, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (LA LEY 3279/1992) y Procedimiento 

Administrativo Común (en adelante LRJAP (LA LEY 3279/1992)), relativo a las notificaciones mediante 

edictos, de tal forma que cuando proceda esta forma de notificación, porque los interesados en un 

procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o bien, intentada la notificación 

no se hubiere podido practicar, habrá de hacerse siempre por medio de un anuncio en el Boletín 

Oficial del Estado con independencia de cuál sea el ámbito territorial de la Administración notificante. 

 

Se prevé, no obstante, que previamente y con carácter facultativo, «las Administraciones podrán 

publicar un anuncio en el boletín oficial de la comunidad autónoma o de la provincia, en el tablón de 

edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del consulado o sección consular de la 

Embajada correspondiente o en los tablones a los que se refiere la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 

acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos (LA LEY 6870/2007)». 

 

La Ley precisa que esta centralización en el BOE de todos los anuncios edictales resulta también 

aplicable a «los procedimientos administrativos que cuenten con normativa específica», siempre que 

concurran los supuestos previstos en el art. 59.5 LRJAP (LA LEY 3279/1992), y reconoce el carácter 

gratuito de la publicación para los organismos que la soliciten (nueva disposición adicional vigésima). 

 

La conversión del BOE en tablón edictal único entrará en vigor el 1 de junio de 2015 para todos los 

procedimientos, tanto los posteriores como los ya iniciados (art. 25.3, que introduce una nueva disp. 

trans. 3.ª LRJAP (LA LEY 3279/1992)). 

 

En materia de procedimientos tributarios y de valoraciones colectivas del Catastro inmobiliario, la Ley 

introduce las previsiones legislativas necesarias para llevar a cabo esta reforma: el art. 26 modifica el 
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art. 112 de la Ley General Tributaria (LA LEY 1914/2003) relativo a las notificaciones por 

comparecencia, y el art. 17 el art. 29.4 a) del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario (LA 

LEY 356/2004), pasándose a publicar en el BOE todas las notificaciones de los valores catastrales 

resultantes de procedimientos de valoración colectiva, con independencia de cuál fuera el ámbito 

territorial de la Administración que dictó el acto. La centralización en el BOE de todas las 

notificaciones por edicto en el ámbito tributario y del Catastro se aplica desde la entrada en vigor de 

la Ley (el 18 de septiembre) aunque los procedimientos se hubieren iniciado con anterioridad (disps. 

trans. 5.ª y 7.ª). 

 

Esta unificación en un emplazamiento electrónico único de todas las notificaciones por edictos o por 

comparecencia merece una valoración muy positiva, en cuanto concentra la publicación de los miles 

de procedimientos autonómicos y locales que adolecían de una publicación edictal «cuasi-secreta», 

como es el caso de las multas de tráfico municipales (algunos Ayuntamientos habían llegado al 

extremo de crear tablones electrónicos específicos que sustituían a la publicación en el Boletín Oficial 

de la Provincia). 

 

La notificación edictal en la sede electrónica única del BOE va a facilitar, sin duda, el conocimiento por 

los ciudadanos y empresas de las edictos que les puedan afectar, con la ventaja añadida de que 

podría ampliarse el sistema actualmente existente de «BOE a la carta» de tal forma que los 

ciudadanos y empresas interesados se pudieran dar de alta en el mismo para recibir las notificaciones 

edictales que les afecten. Para ello sería necesario, por razones obvias de protección de datos, que se 

habilitase un sistema para exigir el DNI electrónico o certificado digital legalmente reconocido. 

 

La mejora que supone la conversión del BOE en el tablón edictal único resulta aún mayor en los 

procedimientos tributarios, pues hasta ahora para la notificación por comparecencia se permitía a la 

Administración optar entre la publicación en un diario oficial o en la sede electrónica del organismo 

correspondiente. Por otro lado, en el caso de las notificaciones catastrales esta reforma permitirá 

coordinar mejor las notificaciones sobre las valoraciones catastrales de los inmuebles con las 

tributarias atinentes a los mismos bienes. 
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Una crítica que puede merecer la reforma es el hecho de que en las notificaciones municipales o de 

los residentes en el extranjero no se establezca también como obligatoria, además de la publicación 

en el BOE, la inserción de un anuncio en los tablones de anuncios propiamente dicho, en cuanto 

pueden resultar más cercanas y accesibles a los posibles interesados, en especial teniendo en cuenta 

que todavía un 30 por ciento de los hogares españoles no disponen de acceso a Internet (según la 

encuesta del INI sobre equipamiento y uso de las TIC en los hogares de 2013). Por otro lado, puede 

suscitar ciertos reparos, desde el punto de vista de la protección de datos y del derecho de intimidad, 

que en un único medio se acumulen tantas notificaciones personales, lo que podría hacer aconsejable 

un mayor uso de la posibilidad, prevista en el art. 61 LRJAP (LA LEY 3279/1992), de limitar la 

publicación a «una somera indicación del contenido del acto y del lugar donde los interesados podrán 

comparecer, en el plazo que se establezca, para conocimiento del contenido íntegro del mencionado 

acto y constancia de tal conocimiento» siempre que se considere que la publicación íntegra pudiera 

lesionar derechos o intereses legítimos. 

 

Conviene, por último recordar, siquiera sea someramente, las notas esenciales del régimen jurídico 

de la notificación de los actos administrativos contenido en la LRJAP (LA LEY 3279/1992) y, en 

particular, de la notificación edictal que a partir de ahora se realizará a través del BOE. 

 

— Las resoluciones y demás actos administrativos (incluidos los de trámite) que afecten a los 

derechos e intereses legítimos de los ciudadanos deben ser notificados a los interesados, salvo que se 

trate de actos en que proceda la publicación del acto como alternativa a la notificación (art. 58.1 y 6 

LRJAP (LA LEY 3279/1992)). 

 

— En estos casos en que es necesaria la notificación, los plazos para que los interesados puedan 

recurrir el acto administrativo comienzan a contar desde el día siguiente a su notificación (según el 

régimen de cómputo de plazos del art. 48 LRJAP (LA LEY 3279/1992)). De acuerdo con la 

jurisprudencia, la adecuada notificación de los actos administrativos que la requieren, cumpliendo los 

requisitos legales que a continuación se exponen, «no es un requisito de validez, pero sí de eficacia 

del acto y solo desde que ella se produce (diez a quo) comienza el cómputo de los plazos de los 

recursos procedentes» (STS de 20 de junio de 2007 (LA LEY 79659/2007), rec. 8321/2003) 
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— Las notificaciones deben practicarse, en principio, por cualquier medio que permita «tener 

constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, identidad y el 

contenido del acto notificado» (art. 59.1 LRJAP (LA LEY 3279/1992)). 

 

Esta notificación, siempre que se cumplan las condiciones legales, puede hacerse por distintos 

medios, tales como: personación de un agente de la Administración en el domicilio del notificado, 

requerimiento notarial, telegrama, servicio público de Correos (muy utilizado), o servicios privados 

postales. 

 

Las notificaciones también pueden hacerse de forma electrónica, siempre que el interesado «haya 

señalado dicho medio como preferente o haya consentido su utilización», si bien reglamentariamente 

las Administraciones Públicas podrán establecer «la obligatoriedad de comunicarse con ellas utilizando 

sólo medios electrónicos, cuando los interesados se correspondan con personas jurídicas o colectivos 

de personas físicas que por razón de su capacidad económica o técnica, dedicación profesional u otros 

motivos acreditados tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los medios tecnológicos 

precisos» (1) (arts. 28.1 (LA LEY 6870/2007) y 27.6 de la Ley 11/2007, de acceso electrónico de los 

ciudadanos a los Servicios Públicos). 

 

— La notificación por edictos únicamente cabe cuando, como precisa el art. 59.5 LRJAP (LA LEY 

3279/1992), los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la 

notificación o bien, intentada la notificación no se hubiere podido practicar (cuando la notificación se 

practique en el domicilio del interesado, el art. 59.2 precisa que, de resultar infructuoso el primer 

intento, deberá intentarse otra vez y en una hora distinta —con una diferencia de al menos sesenta 

minutos, según la doctrina sentada por la STS de 28 de octubre de 2004 (LA LEY 2316/2004), rec. 

70/2003—, dentro de los tres días siguientes). 

 

Dado que la notificación por edictos no garantiza el efectivo conocimiento por el interesado del acto o 

resolución que le afecta, sólo se admite su empleo como último recurso, una vez agotadas las otras 
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modalidades que aseguran la recepción de la notificación. En este sentido, la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional —recaída en relación al emplazamiento edictal en vía judicial pero que puede 

entenderse extensible a la administrativa—, ha reiterado que «se configura como un remedio último 

de carácter supletorio y excepcional» (vid. STC 30/2014 y la jurisprudencia en ella citada). 

 

 

 

II.  

PUBLICIDAD DE LAS SUBVENCIONES A TRAVÉS DE LA BASE DE DATOS NACIONAL 

DE SUBVENCIONES 

 

La Ley modifica el art. 18 Ley 38/2003, General de Subvenciones (LA LEY 1730/2003), con el fin de 

que la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) ya prevista en este precepto funcione como 

un sistema nacional de publicidad de subvenciones con el fin de «servir como instrumento para la 

planificación de las políticas públicas, mejorar la gestión y colaborar en la lucha contra el fraude de 

subvenciones y ayudas públicas». 

 

La Ley regula el contenido que incluirá la BDNS y precisa cuáles son las administraciones, organismos 

y entidades públicas obligados a suministrarle información: la Administración del Estado, las 

autonómicas y las locales; los consorcios, mancomunidades y otras personificaciones públicas creadas 

por varias Administraciones Públicas; y las entidades que según la Ley General de Subvenciones u 

otras leyes queden obligadas a suministrar información a la base de datos, así como los organismos 

que reglamentariamente se determinen en relación a la gestión de fondos de la Unión Europea y 

otras ayudas públicas. La Ley prevé la posibilidad de imponer multas coercitivas cuando las 

administraciones, organismos o entidades obligados no cumplan con la obligación de suministro de 

información. 

 

La información contenida en la BDNS tendrá carácter reservado, salvo para las cesiones de datos que 

la Ley enuncia, pero servirá para que la Intervención General del Estado dé publicidad, a través de su 

página web, tanto a las convocatorias de subvenciones como a las subvenciones concedidas, 
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pudiendo además suministrar información pública sobre las sanciones firmes impuestas por 

infracciones muy graves. Interesa señalar que, a partir de ahora, la publicación en los diarios oficiales 

de todas las convocatorias sujetas a la Ley General de Subvenciones se hará a través de la BDNS: las 

administraciones concedentes le comunicarán el texto de la convocatoria y ésta dará traslado al diario 

oficial correspondiente del extracto de la misma, siendo la omisión de este procedimiento, como 

establece expresamente el art. 18 de la Ley General de Subvenciones en su nueva redacción, causa 

de anulabilidad de la subvención. 

 

 

 

III.  

UTILIZACIÓN PARA LA FIRMA ELECTRÓNICA DE UNA ÚNICA RELACIÓN DE 

CERTIFICADOS RECONOCIDOS EN TODAS LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

 

La Ley 17/2009 prevé, en transposición de la Directiva de Servicios, que las Administraciones 

Públicas pongan en marcha un sistema de ventanilla única, a través del cual los prestadores de 

servicios puedan llevar a cabo en un único punto, por vía electrónica y a distancia, todos los 

procedimientos y trámites necesarios para el acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. Para 

ello, la Ley 11/2007 establecía que los ciudadanos podrían utilizar, para relacionarse con la 

Administración, «sistemas de firma electrónica avanzada, incluyendo los basados en certificado 

electrónico reconocido, admitidos por las Administraciones Públicas» [art. 13.2 b) (LA LEY 

6870/2007)]. 

 

Cada Administración podía así establecer su propia lista de certificados electrónicos reconocidos pero, 

a partir de ahora, y con el objetivo de eliminar costes y cargas para las Administraciones, la Ley 

dispone la utilización de una única relación de certificados electrónicos reconocidos en todas las 

Administraciones Públicas, que será la «Lista de confianza de prestadores de servicios de 

certificación» (Trust-service Status List o TSL) establecidos en España, publicada en la sede 

electrónica del Ministerio de Industria, Energía y Turismo [art. 24, que modifica el citado art. 13.2 b) 

de la Ley 11/2007]. 
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A nivel europeo, la Comisión publica la relación de Listas de Servicios de Confianza (TSL) 

pertenecientes a los diferentes Estados Miembros (el enlace está disponible en la web del Ministerio 

de Industria, Energía y Turismo), y el recientemente aprobado Reglamento europeo sobre 

identificación electrónica y servicios de confianza para las transacciones en el mercado interior obliga 

a las Administraciones Públicas a admitir también los certificados electrónicos reconocidos emitidos 

por prestadores de servicios que figuren en las listas de confianza de otros Estados miembros de la 

Unión, y establece normas para los servicios de confianza, en particular para las transacciones 

electrónicas [Reglamento (UE) núm. 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de julio 

de 2014 (LA LEY 13356/2014), DOUE de 28 de agosto de 2014]. La Ley ha mantenido en su 

Exposición de Motivos la referencia a este Reglamento como en estado de «tramitación», pero lo 

cierto es que ya se ha publicado. 

 

 

 

IV.  

LA LICENCIA DEPORTIVA ÚNICA 

 

La Ley modifica la Ley 10/1990 (LA LEY 2706/1990), del Deporte (en concreto, su art. 32.4), con el 

objetivo de suprimir la distinción existente hasta ahora entre licencias deportivas nacionales, 

expedidas por las federaciones estatales, y licencias deportivas autonómicas. A partir de ahora, para 

la participación en cualquier competición deportiva oficial bastará con estar en posesión de una 

licencia deportiva expedida por la correspondiente federación deportiva de ámbito autonómico que 

esté integrada en la federación estatal. Esta licencia «producirá efectos en el ámbito estatal y 

autonómico, desde el momento en que se inscriba en el registro de la federación deportiva 

autonómica». 

 

Las federaciones estatales seguirán expidiendo las licencias deportivas en aquellos casos en los que, 

o bien no exista federación autonómica, o bien ésta así lo decidiera o se hallare imposibilitada 

materialmente para prestar este servicio, así como cuando la federación autonómica no se hallare 
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integrada en la estatal. También le corresponderá la expedición de aquellas licencias para las que sea 

necesario contar con un visado o autorización previa de la federación deportiva internacional 

correspondiente. Asimismo, se encomienda a las federaciones de ámbito estatal la elaboración y 

permanente actualización del censo de licencias deportivas, que deberá estar a disposición de todas 

las federaciones autonómicas. La Ley remite a una regulación reglamentaria los criterios para fijar la 

compensación económica que percibirán las federaciones estatales de las cuantías percibidas por las 

federaciones autonómicas por la expedición de las licencias. 

 

Con esta reforma de las licencias deportivas, además de obtenerse una mayor simplificación 

administrativa se refuerza la potestad sancionadora de las federaciones autonómicas en materia de 

dopaje, pues hasta ahora en aquellos casos en los que las leyes de deporte autonómicas previeran 

sanciones de pérdida o suspensión de la licencia autonómica por sanción de dopaje o la inhabilitación 

derivada de su imposición, no existía un mecanismo para la extensión de sus efectos al resto de los 

ámbitos territoriales deportivos, con lo que los federados en otras Comunidades Autónomas podían 

quedar impunes. A partir de ahora, en cambio, el art. 23 de la Ley del Deporte dispone, en su nueva 

redacción, que «estarán inhabilitados para obtener una licencia deportiva que faculte para participar 

en las competiciones de cualquier modalidad deportiva a las que hace referencia el párrafo primero 

los deportistas y demás personas de otros estamentos que hayan sido sancionados por dopaje, tanto 

en el ámbito autonómico como en el estatal y el internacional, mientras se encuentren cumpliendo la 

sanción respectiva. Esta inhabilitación impedirá, igualmente, que el Estado o que las Comunidades 

Autónomas competentes reconozcan o mantengan la condición de deportista o técnico de alto nivel». 

 

 
 

 

(1)  

Así se ha hecho, por ejemplo, en materia de circulación vial, donde la Ley sobre Tráfico, Circulación de 

Vehículos a Motor y Seguridad Vial (texto articulado aprobado por RDLeg. 339/1990 (LA LEY 752/1990)), ha 

introducido, tras su modificación por la Ley 18/2009, la asignación de una «dirección electrónica vial» (DEV) 

para notificaciones, que resulta obligatoria para las personas jurídicas titulares de vehículos y voluntaria para 

las personas físicas (art. 59 bis). 
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Ver Texto  

 
 
 
 

 
 


	El BOE como tablón edictal único y otras medidas de simplificación administrativa

